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, cotizó durante 316.14 semanas, todas las cuales lo fueron antes del 1º de abril de 1994, fecha en la que entró a regir la Ley 100 de 1993, es decir que superó las 300 semanas exigidas ante de que se produjera el tránsito legislativo. En estas circunstancias Colpensiones ha debido atender al principio de la condición más beneficiosa y estudiar la cuestión para determinar si el actor cumplía los requisitos del Decreto 758, toda vez que antes de los dos cambios normativos que este sufrió, colmó la exigencia de la densidad de tiempo cotizado allí requerida. No obstante, esa entidad decidió, en aplicación de la norma que se encuentra vigente para la fecha de estructuración, negar la prestación reclamada. (…) Así entonces, tomando como referencia la jurisprudencia de la Corte Constitucional, el estado de indefensión del actor y teniendo en cuenta que este cumple con los requisitos para obtener la pensión de invalidez de conformidad con el Decreto 758 de 1990, por vía de la condición más beneficiosa, puede concluirse que la entidad accionada lesionó al citado señor los derechos al mínimo vital, la vida digna y la seguridad social. Por tanto, se revocará la sentencia de primera instancia y en consecuencia, se concederá el amparo solicitado. Para proteger los derechos lesionados, se ordenará a la Gerencia Nacional de Reconocimiento de Colpensiones que en el término de quince días, reconozca la pensión de invalidez a favor del señor José Genadio Peláez Peláez, conforme a lo dispuesto en el Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 de 1990.”.
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Acta No. 024 de 23 de enero de 2017

Expediente No. 66001-31-03-004-2016-00416-01
Procede la Sala a resolver sobre la impugnación que formuló el apoderado del accionante, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, el 11 de noviembre pasado, en la acción de tutela que el señor José Genadio Peláez Peláez instauró contra la Administradora Colombiana de Pensiones -Colpensiones-.
ANTECEDENTES

1. Relató el actor, por medio de su apoderado, los hechos que admiten el siguiente resumen: 

1.1 Por cuenta de su padecimiento de cardiomiopatía isquémica clase 3, fue calificado por parte de ASALUD, entidad contratista de Colpensiones, con una pérdida de la capacidad laboral del 51.5%, de origen común y con fecha de estructuración del 16 de octubre de 2015; contra dicho dictamen no (sic) interpuso recurso de apelación el 4 de marzo de 2016, el que confirmó la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda.
1.2 Se afilió al Instituto de los Seguros Sociales, hoy Colpensiones, desde el 3 de octubre de 1977 y hasta el mes de agosto de 1990, alcanzó a cotizar 316,14 semanas.
1.3 Elevó ante Colpensiones reclamación tendiente a obtener el reconocimiento de la pensión de invalidez, la cual fue resuelta en forma negativa por Resolución No. GNR 268807 de 12 de septiembre de 2016.
1.4 La anterior decisión desconoce el principio de la condición más beneficiosa, al que se ha debido acudir en este caso para aplicar los requisitos establecidos en el Acuerdo 049 de 1990, al haber acreditado la disminución de la capacidad laboral por encima del porcentaje requerido y la cotización de más de trecientas semanas antes del 1º de abril de 1994, fecha en la que empezó a regir la Ley 100 de 1993.
1.5 En la actualidad cuenta con más de sesenta años de edad y padece una enfermedad grave y progresiva que le impide laborar. Además, como no percibe ingreso alguno, vive con una hija, quien le da posada y lo mantiene económicamente, pero debido a que ella percibe un salario mínimo legal mensual vigente “no le permite tener una vida digna para su papa (sic) invalido (sic)”. Todas estas circunstancias generan que el trámite del proceso ordinario se convierta en ineficaz pues debido a su tardanza, muy posiblemente no alcanzaría a disfrutar su mesada pensional.
2. Para proteger sus derechos a la vida digna, el mínimo vital, la salud, la igualdad y la seguridad social, solicitó se ordenara a Colpensiones reconocerle su pensión de invalidez bajo los requisitos del acuerdo 049 de 1990, desde el mes de octubre de 2015 y en cuantía no inferior al salario mínimo legal vigente, junto con los reajustes respectivos, las mesadas adicionales y la sanción por mora.
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1. Por auto de 31 de octubre del año pasado se admitió la acción contra el Gerente Nacional de Reconocimiento de Colpensiones y se ordenó vincular a los Gerentes Nacionales de Servicio al Ciudadano, Documental y de Peticiones, Quejas, Reclamos y Sugerencias de esa misma entidad.
2. Se pronunció el Vicepresidente Jurídico y Secretario General de Colpensiones para informar que mediante resolución GNR 268807 de 2016 se resolvió de fondo la solicitud de pensión de invalidez elevada por el actor y en este momento no existe trámite pendiente alguno. Indicó además que en este caso la tutela es improcedente ya que el accionante dejó de acreditar el perjuicio irremediable.
3. Los demás funcionarios de Colpensiones guardaron silencio.

3. Se puso término a la instancia con sentencia de 11 de noviembre de 2016, en la que se declaró improcedente el amparo solicitado. Para así decidir, la señora Juez Cuarta Civil del Circuito, estimó que en este caso el actor tuvo a disposición los recursos de la vía gubernativa para debatir la decisión que negó su prestación, pero dejó de interponerlos. Además, pretende discutir por esta vía asuntos de tipo legal, ajenos al mecanismo constitucional de tutela y para ese efecto ha debido acudir a los medios ordinarios de defensa. Por tanto, no se satisface el requisito de la subsidiariedad. Tampoco, dice, se acreditó la afectación al mínimo vital, pues aunque en la demanda se dijo que el actor tenía una serie de inconvenientes económicos, no se arrimó prueba siquiera sumaria sobre el particular. 
4. Inconforme con esa decisión, el apoderado del demandante la impugnó. Adujo que el juzgado de primera instancia ignoró el precedente de la Corte Constitucional, por medio del cual se ha brindado amparo a sujetos de especial protección, como es el caso del actor, en razón de su discapacidad física, su precaria situación económica, de la que da cuenta su afiliación al régimen subsidiado `SISBEN´ y su avanzada edad, sesenta y un años. Por ende puede ejercer sus derechos fundamentales a través de la acción de tutela.
C O N S I D E R A C I O N E S 
1. El objeto de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Nacional, cuando quiera que tales derechos sean amenazados o vulnerados por cualquier autoridad pública y aún por los particulares en los casos que reglamenta el artículo 42 del decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a esta Sala determinar, en primer lugar, si en este caso procede la tutela para ordenar el reconocimiento de prestaciones pensionales. Solo de serlo, se establecerá si Colpensiones incurrió en lesión derechos fundamentales al negar la pensión de invalidez del actor.
3. La Corte Constitucional ha reiterado, teniendo presente la subsidiaridad que caracteriza la acción de tutela, que los conflictos jurídicos que surgen del reconocimiento de pensiones escapan a la competencia del juez constitucional, ya que implican verificación de los requisitos relativos a cada caso e interpretación normativa, por lo que corresponderá resolverlos a la jurisdicción laboral o contencioso administrativa.

No obstante, la misma Corporación ha otorgado el amparo para ordenar el reconocimiento de una pensión de invalidez cuando la negativa en concederla afecta derechos fundamentales como la vida, el mínimo vital y la dignidad humana. Así por ejemplo, ha dicho: 

“Teniendo en cuenta que para reclamar el derecho a la seguridad social y, más específicamente, derechos de carácter prestacional, existen diferentes mecanismos de defensa judicial, la Corte Constitucional determinó, en principio, la improcedencia de la acción de tutela. No obstante, esta postura ha variado por considerarse que el desconocimiento de estos derechos podría significar la vulneración de los derechos fundamentales a la vida, el mínimo vital y la dignidad humana
.


En el estado actual de la jurisprudencia de esta Corporación, se reconoce que el derecho a la seguridad social es fundamental, independiente y autónomo, susceptible de ser protegido por vía de amparo. De hecho, se ha determinado que tratándose de una pensión de invalidez, los mecanismos ordinarios carecen de idoneidad y eficacia y, en consecuencia, la tutela procede a pesar de existir otros medios ordinarios de defensa judicial, ejemplo de ello, es la Sentencia T-376 de 2011 , reiterada en la Sentencia T-716 de 2015, en la cual se precisó que:

“[L]a jurisprudencia constitucional ha manifestado que el proceso ordinario laboral, debido a su duración y a los costos económicos que implica, no resulta idóneo y eficaz para salvaguardar los derechos fundamentales de las personas que, como el actor, han sido calificadas como inválidas y a quienes les ha sido negada su pensión de invalidez, ya que sus condiciones y la ausencia de la prestación referida implican, de entrada, una afectación a la salud y al mínimo vital del peticionario”. 

En efecto, un proceso ordinario supone una carga, en costos y en tiempo, adicional a los padecimientos que de por sí suponen las graves condiciones socioeconómicas de una persona en estado de discapacidad, por ende, declarar improcedente una tutela por la existencia de otros mecanismos judiciales, en estos casos, resulta ser desproporcionado, situación que cobra mayor relevancia tratándose de quienes padezcan enfermedades crónicas, degenerativas o congénitas, para las cuales el paso del tiempo y las alteraciones en sus condiciones de vida impacta de manera inminente sobre si vida….”

En el caso bajo estudio, el demandante fue calificado con una pérdida de capacidad laboral del 51.50% por “enfermedad cardíaca hipertensiva sin insuficiencia cardiaca, cardiomiopatía isquémica, otras alteraciones funcionales consecutivas a cirugía cardíaca, presencia de derivación aortocoronaria”
 y además, carece de recursos económicos para solventarse, hecho que se narró en la demanda y que no fue controvertido por la entidad demandada. 
De esa manera las cosas, puede decirse que en este caso concreto, los mecanismos ordinarios de defensa judicial no resultan idóneos para obtener el actor el estudio del reconocimiento de la prestación que reclama, pues la duración del respectivo proceso y los costos que representa, se convierte en una carga desproporcionada para quien ha perdido su capacidad de trabajar. En consecuencia, la tutela resulta procedente para definir la cuestión. 
4. Es del caso analizar entonces si la entidad demandada desconoció derechos de que sea titular el demandante, al negarle el reconocimiento de la pensión de invalidez que solicitó.

5. Las pruebas incorporadas al proceso, que obran en el cuaderno No. 1, acreditan los siguientes hechos:

5.1 La Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda, el 3 de junio de 2016, determinó en el 51.50 el porcentaje de pérdida de la capacidad laboral del señor José Genadio Peláez Peláez, con fecha de estructuración el 16 de octubre de 2015
. Tal como lo había establecido el primer dictamen expedido por Colpensiones el 27 de diciembre de 2015
.
5.2 El 22 de julio de 2016, el actor, por medio de apoderado, solicitó a Colpensiones reconocer y pagar su pensión de invalidez con sustento en cumple con los requisitos exigidos por el Decreto 758 de 1990, que se debe aplicar en virtud de los principios de favorabilidad y condición más beneficiosa, pues superó el porcentaje de discapacidad requerido y entre el 3 de octubre de 1977 al 31 de agosto de 1990, cotizó 316.14 semanas
.
5.3 Por resolución GNR 268807 del 12 de septiembre de 2016, el Gerente Nacional de Reconocimiento de Colpensiones negó la pensión de invalidez que solicitó el demandante porque no acreditó el requisito de las semanas, como lo exige el artículo 1º de la Ley 860 de 2003, a la cual se debe dar aplicación, teniendo en cuenta que bajo esta norma se rigen los casos en que la estructuración de la invalidez es posterior al 26 de diciembre de 2003, fecha en que entró en vigencia y en el presente, esa incapacidad se produjo el  16 de octubre de 2015, sin que dentro de los tres años anteriores hubiere cotizado las cincuenta semanas exigidas. Respecto al reconocimiento prestacional, por tratarse de una enfermedad progresiva, indicó que de conformidad con el concepto del 26 de diciembre de 2014, proferido por la Gerencia Nacional de Doctrina, “se deben considerar el cumplimiento de los requisitos de la pensión de invalidez establecidos en la ley 860 de 2003, a partir de la fecha del dictamen de pérdida de la capacidad laboral y no hasta la fecha de estructuración…” y por ello no es procedente el reconocimiento, pues tampoco existió cotización de semanas dentro de los tres años anteriores al 3 de junio de 2016, fecha en que se practicó el dictamen al demandante
. 
5.4 Según el resumen de historia laboral expedido por Colpensiones, el accionante cotizó entre el 3 de octubre de 1977 y el 31 de agosto de 1990, que constituye toda su vida laboral, un total de 316,14 semanas
.  

6. Según los artículos 38 y 39 de la Ley 100 de 1993, el último de ellos modificado por el 1º de la Ley 860 de 2003, tendrá derecho a la pensión de invalidez por enfermedad de origen común, el afiliado al sistema que hubiere perdido el 50% o más de su capacidad laboral y que “haya cotizado cincuenta (50) semanas dentro de los últimos tres (3) años inmediatamente anteriores a la fecha de estructuración”.

No cabe duda que el primero de aquellos requisitos lo cumple el accionante pues se encuentra demostrado que fue calificado con 51.50% de pérdida de la capacidad laboral. 

El debate gira en torno al segundo. En efecto, la entidad demandada negó la prestación porque se incumplía el número de semanas establecidas en la Ley 860 de 2003 la que aplicó porque la fecha de estructuración se determinó luego de su entrada en vigencia y aunque quienes sufren enfermedades progresivas son sujetos del favorecimiento relativo al cómputo de semanas a partir de la fecha en que se practicó el dictamen, tampoco se satisface esa exigencia.
Para empezar a definir la cuestión es preciso hacer referencia al precedente jurisprudencial que sobre esa materia se ha sentado. En 
Sentencia SU442 de 2016 la Corte Constitucional expresó:  

“6.3. Con estos fundamentos puede caracterizarse este principio en pensiones de invalidez como un derecho constitucional, en virtud del cual una solicitud de reconocimiento pensional puede examinarse conforme a la condición más beneficiosa prevista en normas anteriores a la vigente al estructurarse una pérdida de 50% o más de capacidad laboral, en la medida en que la persona se haya forjado una expectativa legítima en vigencia de la normatividad anterior, y en que la reforma de esta última no se haya acompañado de un régimen de transición constitucionalmente aceptable. En la jurisprudencia se ha aplicado precisamente a la pensión de invalidez tras observar que la sucesión de regímenes y normas aplicables al aseguramiento de este riesgo ha estado desprovista de esquemas para la transición que protejan las expectativas legítimas. Tomando desde la entrada en vigencia de la Constitución de 1991, se advierte que la pensión de invalidez se ha regido por tres esquemas normativos diferentes y sucesivos: el Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 del mismo año, que exigía acreditar la condición de invalidez y tener 150 semanas en los 6 años anteriores a la fecha de acaecimiento del riesgo o 300 semanas en cualquier tiempo; el artículo 39 de la Ley 100 de 1993 en su redacción original, que exigía estructuración de la invalidez y 26 semanas de cotización para quien se encontrara cotizando, o 26 semanas en el año inmediatamente anterior a la fecha de estructuración para quien hubiese dejado de hacerlo; y finalmente la Ley 860 de 2003, actualmente en vigor, que exige constitución de la invalidez y 50 semanas en los 3 años anteriores a la misma. Ninguna de estas reformas ha contemplado un régimen de transición para la pensión de invalidez que garantice las expectativas legítimas, por lo cual es dable aplicar en concreto la condición más beneficiosa las disposiciones anteriores a quienes se las hayan forjado mientras estuvieron vigentes.
…

(…) quienes bajo un esquema normativo cumplieron a cabalidad el requisito de densidad de cotizaciones han observado también su deber de solidaridad (CP arts. 1, 48 y 95), aportando un monto relevante de semanas al sistema, que se consideraba suficiente en su momento para financiar su propia pensión. Cuando, por una decisión del legislador, cambia ese mismo requisito, y es en vigencia de una nueva norma que se estructura su invalidez, es no solo por respeto a su confianza legítima que el afiliado ha de poder adquirir la pensión con fundamento en el requisito anterior, sino además porque a nombre propio, o a través de un tercero, cotizó al sistema de seguridad social en pensiones y contribuyó solidariamente a la financiación de otras prestaciones pensionales. Si se aplicara mecánicamente la norma que estaba en vigor para la fecha de estructuración de la invalidez, y se negara el reconocimiento de la pensión a partir del estudio de ese único aspecto, se desconocería no solo la necesidad fundamental de cobertura de su riesgo objetivo de invalidez, sino su derecho a la seguridad social y los principios de solidaridad, igualdad y equidad, pues otros ya se beneficiaron de sus aportes.

6.10. Con fundamento en las anteriores razones, en concepto de la Sala Plena de la Corte, el principio de la condición más beneficiosa no se restringe exclusivamente a admitir u ordenar la aplicación de la norma inmediatamente anterior a la vigente, sino que se extiende a todo esquema normativo anterior bajo cuyo amparo el afiliado o beneficiario haya contraído una expectativa legítima, concebida conforme a la jurisprudencia. Por lo demás, una vez la jurisprudencia ha interpretado que la condición más beneficiosa admite sujetar la pensión de invalidez a reglas bajo cuya vigencia se contrajo una expectativa legítima, no puede apartarse de esa orientación en un sentido restrictivo (...)” Subrayas fuera del texto original
Y sobre la aplicación práctica de ese principio, en esa misma providencia se dijo:

“6.11. Conforme a esta unificación jurisprudencial, la Corte concederá la tutela al señor José Ancízar Ciro Toro. En efecto, el actor es una persona de la tercera edad, de escasos recursos, que carece de ingresos para subsistir y vive de la caridad, se encuentra gravemente enferma y tiene una pérdida de capacidad laboral del 50.21%. Al carecer de una fuente de ingresos, y estar ante la incapacidad de proveérsela, experimenta un obstáculo objetivo para gozar efectivamente del derecho a una vida digna. Para remediar esta situación le solicitó a Colpensiones el reconocimiento y el pago de la pensión de invalidez. No obstante, la entidad no se la otorgó sobre la base de que no cumplía con lo previsto en la norma vigente – la Ley 860 de 2003 –, que exige 50 semanas de cotización durante los tres años anteriores a la estructuración de la invalidez. Asimismo, le indicó que no era aplicable el principio constitucional de la condición más beneficiosa, pues este sólo permitía analizar una solicitud pensional a la luz de los requisitos previstos en la norma inmediatamente anterior a la vigente, que en este caso resulta ser la Ley 100 de 1993 en su redacción original, que exigía una densidad de aportes que tampoco logró satisfacer el actor. Así, pese a que antes de la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993 el accionante reunió las semanas de cotización exigidas por la norma entonces vigente y cumplió entonces con el requisito exigido para pensión en el Decreto 758 de 1990, se le negó la pensión de invalidez. Lo cual pone en evidencia que al actor se le vulneró su derecho a la seguridad social, por no aplicar el principio constitucional de la condición más beneficiosa en la determinación de las normas aplicables a su pensión.
6.12. Por haber reunido 359 semanas de cotización antes de entrar en vigencia el sistema general de pensiones de la Ley 100 de 1993, momento para el cual su situación estaba gobernada por el Decreto 758 de 1990, se forjó entonces una expectativa legítima de que en lo pertinente este requisito le sería respetado. Si bien el legislador podía introducir ajustes o incluso reformas estructurales al sistema pensional, debía hacerlo en un marco de respeto por los derechos adquiridos y las expectativas legítimas. En vista de que la ley no contempló un régimen de transición en materia de pensiones de invalidez, que garantizara estas últimas, debe preservarse para el tutelante, quien cumplió oportunamente uno de los requisitos relevantes para pensionarse, el derecho a que ese aspecto no le fuera cambiado drásticamente en la medida en que resultara beneficioso para su seguridad social. Por lo mismo, en este caso la pensión de invalidez del señor Ciro Toro debe resolverse conforme a lo previsto, en cuanto a la densidad de semanas de cotización, en el Decreto 758 de 1990 que exigía reunir 300 semanas en cualquier tiempo. Ese requisito lo cumplió el actor de forma suficiente (…) Negarle la pensión supone no solo desconocer su derecho a la seguridad social, a la igualdad y a su mínimo vital, sino además su confianza legítima.”
 
De lo anterior se infiere que conforme al criterio de unificación de la línea jurisprudencial elaborado por la Corte Constitucional, el principio de la condición más beneficiosa se puede aplicar cuando el afiliado, cuya estructuración se presentó en vigencia de un régimen determinado, ha cumplido los requisitos para obtener la pensión en uno antiguo, antes de que este sea reemplazado por otro, en el cual no los acredite.
Teniendo en cuenta entonces, que en el asunto bajo estudio se presenta unas circunstancias de hecho similares a las expuestas en la providencia transcrita, es menester aplicar las reglas allí trazadas para establecer si el actor tiene derecho a la prestación.
De manera previa se hace necesario controvertir el primero de los argumentos a que acudió la funcionaria de primera sede para declarar improcedente el amparo y que se relaciona con la improcedencia de la tutela por la falta de agotamiento de la vía gubernativa frente al acto administrativo de Colpensiones.

En efecto, en la sentencia que viene siendo citada de manera expresa se dijo que: “(…) la Sala aclara que al accionante no le era obligatorio reponer y/o apelar la Resolución que le negó el derecho pensional, toda vez que el requisito de subsidiariedad en materia de tutela se refiere es a que no puede interponerse la acción cuando existan medios ordinarios de defensa judicial. Conforme a la jurisprudencia de la Corte y del Consejo de Estado sobre la materia, en estos casos la procedencia de la tutela debe definirse según el Decreto 2591 de 1991, el cual prevé que “[n]o será necesario interponer previamente la reposición u otro recurso administrativo para presentar la solicitud de tutela” (art 9).”
En consecuencia, en este caso concreto, puede afirmarse que la circunstancia de haber omitido el empleo de los recursos de la vía administrativa, no puede frustrar la protección constitucional que reclama el demandante.   

7. Los precedentes normativos de la disposición que actualmente rige en materia de requisitos para la pensión de invalidez, son el decreto 758 de 1990, aprobatorio del acuerdo número 049 de ese mismo año, que exigía ser inválido permanente total o inválido permanente absoluto o gran inválido y haber cotizado para el  seguro de invalidez, vejez y muerte ciento cincuenta semanas dentro de los seis años anteriores a la fecha del estado de invalidez, o trescientas semanas, en cualquier época, con anterioridad al estado de invalidez. También el artículo 39 de la Ley 100 de 1993 que en su versión original prescribía como densidad de semanas por lo menos 26 al momento de producirse el estado de invalidez o que habiendo dejado de hacerlo, hubiere efectuado aportes durante por lo menos 26 semanas del año inmediatamente anterior al momento en que se hubiese producido el estado de invalidez.

Para determinar si el actor tiene derecho a esa prestación, con fundamento en la primera de tales normas, tal como lo pretende, es necesario establecer si supera el test fijado por la jurisprudencia constitucional.

De las pruebas incorporadas surge evidente, además del estado de invalidez del actor, que cumple con el requisito de densidad establecido en ese decreto, toda vez que según su historia laboral
, cotizó durante 316.14 semanas, todas las cuales lo fueron antes del 1º de abril de 1994, fecha en la que entró a regir la Ley 100 de 1993, es decir que superó las 300 semanas exigidas ante de que se produjera el tránsito legislativo.
En estas circunstancias Colpensiones ha debido atender al principio de la condición más beneficiosa y estudiar la cuestión para determinar si el actor cumplía los requisitos del Decreto 758, toda vez que antes de los dos cambios normativos que este sufrió, colmó la exigencia de la densidad de tiempo cotizado allí requerida. No obstante, esa entidad decidió, en aplicación de la norma que se encuentra vigente para la fecha de estructuración, negar la prestación reclamada.

El anterior argumento no lo comparte la Sala pues aquel principio tiende a favorecer a los usuarios del sistema que con posterioridad a la derogatoria o modificación de una norma pensional cumplen las exigencias en esta establecidas y así puedan acceder a la prestación con base en ella. Así en el aparte subrayado de la jurisprudencia arriba transcrita, a cuya lectura se remite, se planteó la validez de invocar ese principio para inaplicar la ley vigente cuando se estructuró la discapacidad, con la sola salvedad que se cumpliera la densidad de semanas prevista en el Decreto 758 de 1990 antes de la entrada en vigor del sistema general de pensiones, lo que en el caso que en esa oportunidad se analizó, igual que sucede con el que ahora es objeto de estudio, se colmó.
Así entonces, tomando como referencia la jurisprudencia de la Corte Constitucional, el estado de indefensión del actor y teniendo en cuenta que este cumple con los requisitos para obtener la pensión de invalidez de conformidad con el Decreto 758 de 1990, por vía de la condición más beneficiosa, puede concluirse que la entidad accionada lesionó al citado señor los derechos al mínimo vital, la vida digna y la seguridad social.
8. Por tanto, se revocará la sentencia de primera instancia y en consecuencia, se concederá el amparo solicitado. Para proteger los derechos lesionados, se ordenará a la Gerencia Nacional de Reconocimiento de Colpensiones que en el término de quince días, reconozca la pensión de invalidez a favor del señor José Genadio Peláez Peláez, conforme a lo dispuesto en el Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 de 1990.  

9. Se negará la tutela frente a los Gerentes Nacionales de Reconocimiento, de Defensa Judicial, Documental, de Servicio al Ciudadano y de Peticiones, Quejas, Reclamos y Sugerencias de Colpensiones, como quiera que solo aquel Gerente Nacional de Reconocimiento tiene competencia para pronunciarse en lo relativo al reconocimiento y pago de la pensión de invalidez, de conformidad con el numeral 6.1, artículo 6º del Acuerdo 0063 de 2013, expedido por la Junta Directiva de esa entidad.
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E

PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, el 11 de noviembre de 2016, en la acción de tutela instaurada por el señor José Genadio Peláez Peláez contra la Administradora Colombiana de Pensiones -Colpensiones-.
SEGUNDO: CONCEDER el amparo de los derechos al mínimo vital, la vida digna y la seguridad social que de que es titular el demandante.
TERCERO: SE ORDENA al Gerente Nacional de Reconocimiento de Colpensiones, Dr. Luis Fernando de Jesús Ucros Velásquez, que en el término de quince días, contados a partir de la notificación de esta decisión, reconozca al señor José Genadio Peláez Peláez la pensión de invalidez, de acuerdo con lo dispuesto en el Decreto 758 de 1990, aprobatorio del Acuerdo 049 de 1990.  
(continúa parte resolutiva de sentencia de segunda instancia proferida en la tutela radicada 66001-31-03-004-2016-00416-01)

CUARTO: SE NIEGA el amparo respecto de los Gerentes Nacionales de Reconocimiento, de Defensa Judicial, Documental, de Servicio al Ciudadano y de Peticiones, Quejas, Reclamos y Sugerencias de Colpensiones.
QUINTO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

SEXTO: Envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

Notifíquese y cúmplase,
Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA



EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Folios 29 a 34 cuaderno No. 1


� T-619 de 1995, reiterada en la Sentencia T-194 de 2016


� Sentencia T-579 de 2016, MP. Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo


� Folios 10 a 17, cuaderno No. 1


� Folios 13 a 17 


� Folios 10 a 12


� Folios 18, 20 y 21.


� Folios 49 a 51


� Folio 22 


� Folios 29 a 34 cuaderno No. 1
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